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“Artículo 16. Contrato de transacción. El contrato de transacción de que trata el numeral 
1º del artículo 237 de la Ley 1955 de 2019, se suscribirá por parte de los representantes legales 
de la ADRES y de la entidad recobrante o de quien se encuentre legalmente facultado para tal 
efecto, una vez se aprueben las validaciones.

Cuando se trate de ítems que hagan parte de las pretensiones de una demanda, el contrato de 
transacción deberá incluir todos los recobros contenidos en ellas.

Las partes que suscriban el contrato se obligarán como mínimo a:
16.1.	 Por parte de la entidad recobrante:
16.1.1.	 Aceptar los resultados de la auditoría.
16.1.2.	 Aceptar los resultados de la aplicación de la metodología de verificación de 

la calidad de la auditoría.
16.1.3.	 Renunciar a instaurar cualquier acción judicial o administrativa relacionada 

con los ítems sometidos al proceso de saneamiento previsto en este decreto.
16.1.4.	 Radicar, ante el respectivo despacho, el memorial suscrito en conjunto con 

la ADRES, por medio del cual se allega el contrato de transacción y se desiste de las pretensiones 
de la demanda que son objeto de la transacción, renunciando a la condena en costas procesales.

16.1.5.	 Renunciar expresamente al cobro de cualquier tipo de interés y otros gastos, 
independientemente de su denominación, sobre los ítems presentados al proceso de saneamiento 
definitivo.

16.1.6.	 No celebrar negocio jurídico alguno, asociado a los valores que se 
reconozcan como resultado del proceso de saneamiento, sin perjuicio de las excepciones que 
establezca la ley. Cuando las facturas o documento equivalente hagan parte de obligaciones 
generadas con anterioridad a la expedición de la Ley 1955 de 2019, se respetará el acto jurídico 
correspondiente.

16.1.7.	 Revelar, depurar y registrar en sus estados financieros el resultado del 
proceso de auditoría.

16.1.8.	 Asumir los costos de la auditoría y autorizar que se descuente dicho valor de 
lo aprobado en el procedimiento de saneamiento definitivo.

16.2.	 Por parte de la ADRES:
16.2.1.	 Aceptar los resultados de la auditoría.
16.2.2.	 Aceptar los resultados de la aplicación de la metodología de verificación de 

la calidad de la auditoría.
16.2.3.	 Suscribir, junto con la entidad recobrante, el memorial por medio del cual se 

allega el contrato de transacción y se desiste de las pretensiones de la demanda que son objeto 
de la transacción, renunciando a la condena en costas procesales.

16.2.4.	 Expedir el acto administrativo a través del cual se liquida el valor a favor de 
la entidad recobrante producto del proceso de auditoría.

16.2.5.	 Pagar los valores que resulten a favor de la entidad recobrante producto del 
proceso de auditoría, previa aplicación de los descuentos y compensaciones que correspondan 
y una vez el Ministerio de Hacienda y Crédito Público ponga a disposición los recursos para tal 
efecto, según las reglas previstas en el presente decreto.

16.2.6.	 Revelar, depurar y registrar en sus estados financieros el resultado del 
proceso de auditoría.

Parágrafo 1°. Cuando el representante legal de la entidad recobrante tenga restricciones o 
limitaciones relacionadas con el objeto o cuantía para la suscripción del contrato de transacción, 
deberá aportar las autorizaciones estatutarias correspondientes que lo habiliten.

Parágrafo 2°. El contrato de transacción deberá identificar plenamente las facturas y/o 
recobros que serán objeto de saneamiento definitivo, en cada caso”.

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 28 del Decreto 521 de 2020, el cual quedará así:
“Artículo 28. Efectos de la depuración de las cuentas por concepto de servicios y tecnologías 

en salud no financiadas con cargo a la UPC en los indicadores financieros. Las EPS que 
presenten diferencias entre el valor reconocido y el valor radicado a través del mecanismo 
de saneamiento previsto en este decreto, por concepto de servicios y tecnologías en salud no 
financiados con cargo a la UPC, descontando el deterioro de sus cuentas por cobrar, contarán 
con un plazo de tres (3) años contados a partir de la firma del contrato de transacción para 
amortizar tal diferencia. Este plazo será adicional al contemplado en los artículos 2.5.2.2.1.12 
y 2.5.2.2.1.17 del Decreto 780 de 2016 para el cumplimiento de las condiciones financieras y de 
solvencia de las EPS.

La Superintendencia Nacional de Salud impartirá las instrucciones necesarias para la 
debida aplicación, medición y control de las condiciones y plazos definidos para la amortización 
de las cuentas por concepto de servicios y tecnologías no financiados con cargo a la UPC.

Los recobros por concepto de servicios y tecnologías en salud no financiados con cargo a 
la UPC prestados antes de la expedición de la Ley 1753 de 2015, que no sean incluidos en un 
contrato de transacción, ni estén a la fecha radicados ante la ADRES para surtir el proceso de 
auditoría, así como aquellos que se encuentren prescritos en los términos de la precitada ley, 
deberán ser castigados en los estados financieros”.

Artículo 6°. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de su publicación, y 
modifica los artículos 4°, 11, 12, 16 y 28 del Decreto 521 de 2020 modificado por el Decreto 
1810 de 2020.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 4 de abril de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

José Manuel Restrepo Abondano.
El Ministro de Salud y Protección Social,

Fernando Ruiz Gómez.

Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo

decretos

DECRETO NÚMERO 504 DE 2022
(abril 4)

por el cual se modifica parcialmente el Arancel de Aduanas para la importación de 
insumos agropecuarios.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 
constitucionales y legales, en especial, las conferidas en el numeral 25 del artículo 189 
de la Constitución Política, con sujeción a lo dispuesto en las Leyes 7ª de 1991 y 1609 
de 2013, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 65 de la Constitución Política establece que (...) la producción de 

alimentos gozará de la especial protección del Estado. Para tal efecto, se otorgará prioridad 
al desarrollo integral de las actividades agrícolas, pecuarias, pesqueras, forestales 
y agroindustriales, (...) con el propósito de proteger el desarrollo de las actividades 
agropecuarias y pesqueras, y la adecuada protección a la producción nacional.

Que los insumos agropecuarios son esenciales para el desarrollo de las actividades 
agrícolas, pecuarias y pesqueras y consecuentemente, para la seguridad alimentaria del 
territorio nacional y tienen un impacto entre el 5% y el 60% en los costos de producción.

Que el incremento en el costo de los fletes marítimos por efecto de la crisis 
internacional de transporte ha impactado el sector agrícola, generando que los insumos 
agropecuarios tengan un aumento marcado en su costo, que se traslada al productor y al 
consumidor final.

Que el artículo 22 de la Ley 2183 de 2022, prescribe al Gobierno nacional dentro de 
los seis (6) meses siguientes a la promulgación de la ley, reglamentar las condiciones 
diferenciales para facilitar la importación, transformación y comercialización de 
insumos agropecuarios en cabeza de los productores del sector agropecuario, con el 
fin de promover la libre competencia dentro del mercado de importación de insumos y 
generar mejores condiciones de acceso al mismo.

Que el artículo 23 de la Ley 2183 de 2022, indica que “Los insumos agropecuarios 
serán importados a una tasa arancelaria del 0% por el término de un año una vez 
promulgada la presente ley. El Gobierno nacional evaluará los efectos comerciales de la 
medida con el fin de determinar la continuidad de la exención”.

Que mediante el Decreto 1881 del 30 de diciembre de 2021 se adoptó el Arancel de 
Aduanas que entró a regir a partir del 1° de enero de 2022.

Que en virtud de la Decisión 805 de la Comisión de la Comunidad Andina y demás 
normas concordantes sobre política arancelaria común, actualmente los países miembros 
de la Comunidad Andina se encuentran facultados para adoptar modificaciones en 
materia arancelaria.

Que sobre la base de lo expuesto en la Ley 2183 de 2022, el Gobierno nacional en 
el marco de las competencias que se desprenden del numeral 25 del artículo 189 de la 
Constitución, solicitó recomendación del Comité de Asuntos Aduaneros, Arancelarios 
y de Comercio Exterior, así como concepto del Consejo Superior de Política Fiscal 
(Confis), para analizar la conveniencia de expedir una medida de carácter arancelario 
que permita que los insumos agropecuarios sean importados a una tasa arancelaria del 
0% por el término de un año, ampliando así, las medidas adoptadas en el Decreto 307 
del 3 de marzo de 2021.

Que en desarrollo de lo anterior, el Comité de Asuntos Aduaneros, Arancelarios y de 
Comercio Exterior, en sesiones 353 del 14 de febrero y 354 del 17 de febrero de 2022, 
recomendó desgravar el arancel a cero por ciento (0%) para la importación de insumos 
agropecuarios, por el término de doce (12) meses, los cuales corresponden al siguiente 
grupo de subpartidas:

2918159000 3402391000 3808591900 2309909000 3003902000 3402411000

3808599010 2529100000 3004102000 3402419000 3808599020 2804300000

3004202000 3402421000 3808599030 2815120000 3004322000 3402429000

3808599040 2834291000 3004392000 3402491000 3808599060 2835260000

3004502000 3402499000 3808599090 2912110000 3004903000 3402500000

3824999100 2915502100 3103900000 3402909100 3905999000 2918140000

3402310000 3808591100 6504000000

Que en la sesión 353 del 14 de febrero de 2022 el Comité de Asuntos Aduaneros, 
Arancelarios y de Comercio Exterior recomendó la reducción del arancel a cero por 
ciento (0%) por seis (6) meses, para la importación de algunos insumos agropecuarios, 
correspondientes al siguiente grupo de subpartidas:

0601100000 1103200000 1209240000 1209914000 1209994000 3101009000

0601200000 1207101000 1209250000 1209915000 1209999000 3102909000

0703201000 1209100000 1209290000 1209919000 1904300000 3105100000

0714201000 1209210000 1209911000 1209991000 2106903000 3502901000



34		 DIARIO OFICIAL
Edición 51.997

Lunes, 4 de abril de 2022

1102901000 1209220000 1209912000 1209992000 2309903000 7415100000

1103130000 1209230000 1209913000 1209993000 2814100000 8211931000

Que en la sesión 354 del 17 de febrero de 2022 el Comité de Asuntos Aduaneros, 
Arancelarios y de Comercio Exterior, recomendó, previa revisión entre el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público y el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, ampliar 
por seis (6) meses más, la recomendación efectuada en la sesión 353 de 2022, con el 
propósito de completar un período de doce (12) meses la reducción arancelaria a 0% para 
la importación de insumos agropecuarios con base lo expuesto en la Ley 2183 de 2022.

Que mediante el Decreto 307 del 3 de marzo de 2022, el Gobierno nacional adoptó la 
recomendación del Comité de Asuntos Aduaneros, Arancelarios y de Comercio Exterior 
realizada en la sesión 353 para establecer un arancel a 0% para la importación de algunos 
productos que inciden en la canasta de consumo de los hogares durante seis (6) meses, y 
entre ellos se incluyeron algunos insumos agropecuarios, correspondientes al grupo de 
subpartidas descritas anteriormente.

Que con fundamento en lo previsto en la Ley 2183 de 2022 y armonía con la 
recomendación del Comité de Asuntos Aduaneros, Arancelarios y de Comercio Exterior 
realizada en la sesión 354, se requiere ampliar por seis (6) meses el término del arancel del 
cero por ciento (0%) establecido para algunos insumos agropecuarios a través del Decreto 
307 de 2022.

Que el Consejo Superior de Política Fiscal (Confis), en sesión del 3 de marzo de 2022, 
una vez revisadas las recomendaciones del Comité de Asuntos Aduaneros, Arancelarios y 
de Comercio Exterior realizadas en la sesión 354, otorgó concepto favorable de costo fiscal 
a la reducción temporal de aranceles a cero por ciento (0%) de las subpartidas relacionadas 
en las anteriores consideraciones.

Que es necesario implementar con carácter urgente las medidas que se establecen en 
el presente Decreto, con el fin de contribuir a la disminución de las presiones alcistas de 
precios a las que se han enfrentado recientemente los consumidores en el país, por lo 
que resulta necesario que el presente decreto entre en vigencia a partir de su publicación, 
de conformidad con la excepción establecida en el parágrafo 2 del artículo 2° de la Ley 
1609 de 2013. Asimismo, resulta necesario hacer uso de la excepción prevista en el 
artículo 2.1.2.1.14 del Decreto 1081 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector 
de la Presidencia de la República, motivo por el cual el proyecto de decreto fue sometido 
a consulta de la ciudadanía por el término de tres (3) días, a efectos de garantizar la 
participación pública frente a la integridad de los aspectos abordados en la normativa.

En mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Establecer un arancel de cero por ciento (0%) por doce (12) meses, para 
la importación de los productos clasificados por las siguientes subpartidas arancelarias:

2309909000 3003902000 3402411000 3808599010

2529100000 3004102000 3402419000 3808599020

2804300000 3004202000 3402421000 3808599030

2815120000 3004322000 3402429000 3808599040

2834291000 3004392000 3402491000 3808599060

2835260000 3004502000 3402499000 3808599090

2912110000 3004903000 3402500000 3824999100

2915502100 3103900000 3402909100 3905999000

2918140000 3402310000 3808591100 6504000000

2918159000 3402391000 3808591900

Artículo 2°. Ampliar por el término de seis (6) meses, el arancel a cero por ciento (0%) 
establecido en el Decreto 307 de 2022 para la importación de los productos clasificados 
por las siguientes subpartidas arancelarias:

0601100000 1103200000 1209240000 1209914000 1209994000 3101009000

0601200000 1207101000 1209250000 1209915000 1209999000 3102909000

0703201000 1209100000 1209290000 1209919000 1904300000 3105100000

0714201000 1209210000 1209911000 1209991000 2106903000 3502901000

1102901000 1209220000 1209912000 1209992000 2309903000 7415100000

1103130000 1209230000 1209913000 1209993000 2814100000 8211931000

Artículo 3°. Vigencia. El presente decreto entrará en vigencia a partir del día siguiente 
a su publicación en el Diario Oficial y modifica parcialmente el artículo 1° del Decreto 
1881 de 2021 o las normas que lo aclaren, modifiquen o deroguen.

La medida establecida en el artículo 1° del presente decreto regirá por el término de 
doce

(12) meses a partir de la fecha de entrada en vigencia de este decreto.
La medida establecida en el artículo 2° regirá por seis (6) meses y aplicará a partir del 

vencimiento del término establecido en el Decreto 307 de 2022, sin exceder doce (12) 
meses.

El Gobierno nacional evaluará los efectos comerciales de la medida con el fin de 
determinar la continuidad de la misma.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D.C., a 4 de abril de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

José Manuel Restrepo Abondano.
La Ministra de Comercio, Industria y Turismo,

María Ximena Lombana Villalba.

DECRETO NÚMERO 505 DE 2022
(abril 4)

por el cual se modifica el parágrafo 4° del artículo 6° del Decreto 2147 de 2016.
El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus atribuciones constitucionales y 

legales, en especial las que le confieren los numerales 11 y 25 del artículo 189 de la Constitución 
Política, y el artículo 4° de la Ley 1004 de 2005, y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 2° de la Ley 1004 de 2005 señala que las zonas francas tienen como finalidad:

“1. 	 Ser instrumento para la creación de empleo y para la captación de nuevas inversiones 
de capital.

2.	 Ser un polo de desarrollo que promueva la competitividad en las regiones donde se 
establezca.

3.	 Desarrollar procesos industriales altamente productivos y competitivos, bajo los 
conceptos de seguridad, transparencia, tecnología, producción limpia, y buenas prácticas 
empresariales.

4.	 Promover la generación de economías de escala.

5.	 Simplificar los procedimientos del comercio de bienes y servicios, para facilitar su 
venta”.

Que en virtud de lo previsto en el artículo 4° de la Ley 1004 de 2005, corresponde al Gobierno 
nacional reglamentar el régimen de zonas francas permanentes y transitorias, observando para el 
efecto los parámetros establecidos en dicha disposición.

Que el artículo 1° del Decreto 1289 de 2015, que modificó el numeral 11 del artículo 2° 
del Decreto 210 de 2003, establece que le corresponde al Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo formular políticas relacionadas con la existencia y funcionamiento de las zonas francas, 
y velar por la adecuada aplicación de las normas que regulan estas materias.

Que mediante los Decretos 2147 de 2016, 659 de 2018, 1054 de 2019 y 278 de 2021 el 
Gobierno nacional modificó el régimen de zonas francas, estableciendo el marco jurídico para su 
funcionamiento, promoción y expansión.

Que dentro del marco de la política industrial puesta en marcha por parte del Gobierno 
nacional que tiene como objetivo promover el desarrollo productivo del país, las zonas francas 
se convierten en un instrumento robusto para el desarrollo productivo y el fortalecimiento de los 
sectores de manufactura, comercio, servicios y desarrollo tecnológico.

Que el Gobierno nacional está comprometido con las políticas que promuevan la generación de 
inversión y el desarrollo económico y social y que, para ello, requiere fortalecer el Régimen Franco 
Colombiano, tomando como referencia las mejores prácticas a nivel regional e internacional, para 
que estas sean más eficientes, tecnológicas y cuenten con estándares internacionales de calidad.

Que el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad” 
contempla “la repotenciación del instrumento de Zonas Francas, con el objetivo de promover 
proyectos empresariales ambiciosos de inserción en cadenas globales de valor, inversión en 
tecnología e innovación, generación de empleo altamente calificado, cumplimiento de estándares 
internacionales de calidad, sofisticación de los bienes y servicios ofrecidos, y agregación de 
valor”.

Que el parágrafo 4° del artículo 6° del Decreto 2147 de 2016 modificado por el artículo 2° 
del Decreto 278 de 2021, estableció la posibilidad para los usuarios industriales de servicios de 
autorizar el trabajo a distancia para sus empleados, de acuerdo con las siguientes condiciones que 
se presentan en su tenor literal:

“Parágrafo 4°. El usuario operador de la zona franca, podrá autorizar que los empleados 
de los usuarios industriales de servicios, realicen su labor fuera del área declarada como zona 
franca, bajo la utilización de cualquier sistema que involucre mecanismos de procesamiento 
electrónico de información y el uso permanente de algún medio de telecomunicación para el 
contacto entre el trabajador y la empresa, en cumplimiento de las normas señaladas por el 
Ministerio de Trabajo para el desarrollo de actividades en lugar distinto al sitio de trabajo. En 
ningún caso el porcentaje de los empleados autorizados para esta modalidad de trabajo podrán 
exceder el cincuenta por ciento (50%) del personal contratado, el personal restante deberá 
realizar su labor dentro de la zona franca.

Para que los empleados de los usuarios industriales de servicios calificados o autorizados 
realicen su labor fuera del área declarada como zona franca, el usuario operador de la zona 
franca autorizará la salida y posterior retorno de los equipos de telecomunicación necesarios 
para el contacto entre el trabajador a distancia y la empresa, para lo cual, establecerá los 


